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RAZON DE RELATORIA

La resolución recaida en el Expediente 02566-2015-PA/TC es aquella que declara
INFUNDADO el recurso de agravio constitucional y ordena al juez de ejecución del
presente caso que se asegure que el demandante cobre el'ectivamente el monto que le
coresponda por todos sus adeudos en materia previsional, en un plazo de treinta días
hábiles, bajo responsabilidad, y está confo¡mada por los votos de los magistrados Ramos

Núñez, Ledesma Narváez y Espinosa-Saldaña Ba1aera. este último convocado a la discordia
suscitada en autos. Se deja constancia de que los magistrados concuerdan en el sentido del

fallo y la resolución alcanza los tres votos conformes, tal como lo prevé el afículo 11,

primer párafo del Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional en concorda¡cia con
el aniculo 5. cuano párraio de su I e1 Orgánica.

Dicha resolución va acompañada del voto singular del magistrado Blume Fo¡tini.

I-ima, 18 de octubre de 2018
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VOTO DE LOS MAGISTRADOS LEDESMA NARVÁEZ Y RAMOS NÚÑEZ

VISTO

El recurso de agravio constitucional inlerpuesto por don Cristian Ganoza

Domínguez contra Ia resolución de fojas 213, de fecha 29 de setiembre de 2014,

expedida por la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia del Santa, que

l:ró flrndada en parte la observación planteada por cl dcmandanle; y,

trNDIENDO A QUE

lir Ia etapa de ejecución del proceso de amparo seguido conta la Oficina de

Nonnalización Previsional (ONP) sc le ordenó a esta que cumpla con ejecutar la
sentcncia de vista expedida por la Segunda Sala Civil de la Coñe Supe¡ior dc

Justicia del Santa. de 1¿cha 18 de setiembre de 2007 (lblio 19), mediante la cual se

dispuso que se otorgr¡e ai recurrcnte pensión dejubilación conforme a la Ley 23908,
con el abono de las pcnsiones devengadas e intc¡escs legales a que hubiere lugar.

Fln cumplimiento del citado mandato judicial, la demandada expidió la Resolución
,1879-2008-ONP/DPR.SC/DL 19990, de fecha 23 de mayo de 2008 (tblio 24), cn la
que se dispuso olorgar al demandante, pensión de jubilación conforme al Decreto
l-ey 19990, por la suma de I/. 10'987,565.00, a partir del 16 de febrero de 1991, la
misma que, en aplicación de la Ley 23908, asciende a la suma de S/. 36.00 y que se

encuentra actualizada a Ia fecha de expcdición de ia resolución en la suma de S/.

346.00.

El actor obscrva la mencionada resolución manifestando que no se han liquidado
los devengados desde el 16 de febrero de 1991 aplicando el principio valorista
contenido en el alículo 1236 del Código Civil y que los intereses deben ser

liquidados sobre los montos de los devengados actualizados. El Primcr Juzgado
Civil, con i'echa 20 de agosto de 2009 (folio 53), declara fundada la observacion y

sc ordena a la demandada practica¡ una nueva liquidación de los devengados e

intereses legales coll la moneda actualizada, conforme al a¡tículo 1236 del Código
Civil.

Medianle el Inl-orme Técnico dc fecha 14 de junio de 2013 (folio 60). la demandada

manil¿stó que procedió a calcular el monto de los dcvcngados aplicando el factor
de actualización a Ia suma de S/. 72.00, por el periodo del 16 de febrero dc I991 al

30 de junio de 1991, gcncrándose un devengado por actualización, ascendente a
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S/. 300.93; y que se calculó cl monto del interés legal desde el I de julio de 1991

hasta el I 3 de junio de 201 3, resultando la sL¡ma de S/. 969.35.

Mediante esc¡ito de fecha 16 de octubre de 2013 (folio 126), el rectrrreÍte fomula
observación respecto de la liquidación mcncionada en el considerando precedente,

manii'estando que los devengados no se han liquidado desde la fecha de la
contingcncia con el valor actüalizado y que los intereses deben ser liquidados

- aplicando la tasa de inlerés legal el¿ctiva, conforme al aficulo 1246 del Código

7

Tanto en p mera como en segunda instancia se declaró fundada en paÍe la
observaciól'r dcl actor y se dispuso que la ONP electúe ura nueva liquidación de los
dcvcngados e intereses legales con el valor actualizado, precisando que los intereses
lcgales deben liquidarse conlbme a 10 establecido cn la Lcy 29951.

8. En la resolución emitida en el Expediente 00201-2007-Q/TC, se estableció que, de

manera excepcional, puede aceptarse la procedencia del RAC cuando se tmta de
profeger la ejecución, en sus propios téminos, de sentencias estimatorias expedidas
en piocesos constjtucionalcs po¡ pa¡te dcl Podcr Judicial.

9. I-a procedclcia excepcional del RAC en este supuesto tiene por finalidad
restablecer el orden juídico constitucional, correspondiendo al T bunal valorar el
grado de incumplimienlo de las senteDcias estimatorias cuando en fase de ejecución
el Poder Judicial no cumpie dicha función. Asimismo, los órganos jurisdiccionales
conespondientes se limitarán a admitir el recrüso de agravio constitucional,
tcnicndo cl T¡ibunal habilitada su competencia ante la negativa del órgano judicial,
vía el ¡ecurso dc queja a quc se reficre cl artículo 19 del Código Procesal
Constitucional.

10. Tal como indicamos anteriormente, el recurrente solicita que los intereses legales se

calculen sin la aplicación de la Ley 29951. Al respecto, mediante auto emitido en el
Expediente 02214-2014-PA/TC, se ha establecido, en calidad de doctri¡a
jurisprudencial vinculante, apiicable incluso a los procesos judiciales eIr támite o
en etapa de ejecución, que el interés legal aplicable en materia pensionaria no es

capilalizable, corfome al artículo 12,19 del Código Civil. Por tanto, el hecho de

I

Mediante su recu¡so de agravio constitucional (RAC), el demandante soiicita que se

liquiden los intercses Iegales conforme al artículo 1246 del Código Civil, utilizando
la tasa de inte¡és legal el¿ctiva, y sin aplicación de la Ley 29951 que, en

concordancia co¡ el aÍículo 1249 del Código Civil, establece que el interés legal
no es capitalizable.
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que se haya establecido en sede judicial que la nucva liquidación de los intereses

legales se efcctúe conforme a la Ley 29951, es decir, teniendo en cuenta la
prohibición contenida en el mencionado articulo 1249 del Código Civii, no suponc
que la sentencia de vista se osté eiecutando de manem defectuosa.

11. Finalmente, resulta pertinente precisa¡ que e¡ la ficha del potal web dcl Reniec
consta qur: el demandante nació el 3 de enero de 1931, lo que implica que a Ia i¿cha
cuenta con ochenta y cuatro (84) años de edad. Asimismo, se observa d(] autos que

Ia sentencia que declaró l'undada su demanda se expidió en setiembre de 2007, 1o

que supone que, a ia fecha, dicha sentelcia se encuentra en etapa de ejecución por
casi ocho años. En atención a ello, se considera que en el presente caso debe
reiterarse el crite¡io vincularte establecido en el i'undamento 30 del auto emitido cn
el Expediente 022 1.1-201 4-PA,/TC, según el cual todos los órganos jurisdiccionales
tienen la obligación de otorgar mayor celeridad a los procesos que involucren
derechos de las personas ancianas cuanto mayor sea la edad de dichas personas,
bajo responsabilidad.

L Decla¡¿r¡ INFUNDADO el recurso de agravio corstitr¡cional

2. Ordenar al juez de ejecución del presel1te caso que se asegure que el demandante
cobre el¿ctivamente el monto que le coÍesponda por todos sus adeüdos en materia
previsional, en un plazo de treinta días hábiles, bajo responsabilidad, confome al
consrdcrando ll dcl prcscntc auto.

¿o

;il

Por cstos considerandos, estimamos que se debe

SS,
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VOTO DEt, MAGIS'TRADO ESPINOSA-SALDANA BARRERA

Coincido con el voto de los magistrados Ledesma NaNáez y Ramos Núñez, en

mérito a los argumentos al1í expuestos. Asi, se dcbe dcclarar INFUNDADO el recurso de

agravio constitucional.

¡]SPINOSA-SALDAÑA BARRERA o q_

Lo

.LLA
(
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO BLUME FORTINI

Con cl debido respeto por mis distinguidos colegas magistrados discrepo del voto de

mayoría en cuaÍto declara literalmente 'IMPROCEDENTE el recurso de agravio
constitucional", intcrpuesto por cl rccur¡cntc contra la ¡esolución de fecha 29 dc
setienrbre de 2014, expedida por la Segunda Sala Civil de la Cofte Superior del Santa.

Puntudlmente discrepo de lo afirmado en el fundamento 10 del voto emitido, que
consigna que cl intc¡ós legal aplicable en materia pensiona a ¡o es capitaiizable,
basándose en la doctrina jurisprudencial vinculante cstablecida cn la Sentencia 2214-
2014-PA,/TC, por cuanto, como he dejado sentado en eivoto singular que emiti en dicha
sentencia, considero que tal doctrina .jurisprudencial es errada, ya quc cn matcria
pensionable es aplicable la tasa de interés efectiva, que es capitalizable.

Conlorme lo he señalado en ei voto en mención. al cual me remito y reproduzco en
pa¡te el1 el presente voto singr-rlar, considero que la relerida doctrina jurisprudencial
Icsiona el de¡echo fundamentai a la pensión como concreción del derecho a la vida en
su senlido material, asi como el principio a la dignidad y el derecho a la propiedad del
pensionistai apañándose del modelo cualilativo de Estado que encuentra en la persona
humana su presupuesto ontológico. de expreso rechazo a una foma de me¡o desarollo
social y econór'nico cuantitativo que está invivito en la Constitución. Es además, ¡Jena a
los principios y pautas hermcnóuticas que ha establecido el Tribunal Conslitucional,
tales como:

a) El principio pto homine. deno¡ninado también "regla de la preferencia", que
establece en esencia qüe anle eventuales diversas interpretaciones de una
disposiciól, es imperativo para el Juez Constitucional escoger aquella que conllcve
una mejor y mayor protecció[ de ]os derechos l'undamentales. dcscchando toda otra
que coI1striña, reduzca o limite su cabal y pleno ejercicio;

b) La interpretación de los derechos fundamentales de acuerdo a los trat¿rdos

intemacionales, como lo manda la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la
Constitución y el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal
Constitucional:

c) [,a interpretació¡ de los derechos fundamentales conforme a la jurisprudencia de
los tribunales supranacionales, en un marco de relación e inte¡acción
kl]erjvlsdiccrora1 pro homine; y,
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d) El principio de proporcionalidad, que es sustaÍcial al Estado Constitucional y
prosc ptor de toda arbitra¡iedad en su seno.

El Tribunal Constitucional, en su cálidad de supremo inlérprete de la Constilución y
de toda otra norma legal conformante del sistema juridico nacional, ha establecido
con meridiana claridad en el fundamento 76 de su Sentencia 0050-2004-AI/TC y
acumulados, respecto del de¡echo fundamental a la pensión, los siguientes
conceptos:

Que, el derecho l'undamental a la pensión "es una concreción del derecho a la
vida, en su se¡tido material, en ate¡ción al principio de indivisibilidad de los
derechos fundamentales y al telos constitucional orientado a Ia prctección dc
la dignidad de la persona humana, consagrado eD el articulo I de la
Constitución Politica".

1.2 Que, por consiguiente, la promoción de una digna calidad de vida entrc los
ciudadanos "es un auténtico deber jüidico", que compofa una definida
"opción en favor de tu'r modeio cualitativo de Eslado que encuentre en la
persona humana su p¡esüpuesto ontológico, de expreso rechazo a una forma
dc mc¡o desarollo social y económico cuantitativo".

1.3 Que, en tal se11tido, "el derecho fundamental a la pensión permite alcanzar el
desa¡rollo de la dignidad de los pensionistas. De ello se deriva su carácter de
derecho lundamental especifico, que supera las posiciones liberales que no
aceptan un conceplo de igualdad como diferenciación. pero que tampoco
supone prlvilegios medievales que teDgan por objeto un trato diferenciado
está1ico a determinado colectjvo pa¡a conseguir y mantener la desigualdad".

1.4 Que, por ello, "[e]n Ia definición del contenido de este derecho i'undamental
es factor gravitante el esfuerzo económico que el proceso pensionario exigc
de los poderes públicos y de la capacidad presupuestaria".

1.5 Sobre los efectos patrimoniales del derecho a la pensión, la Corte
lnterame cana de Derechos Humanos, en el caso Cinco pensionistas vs. Perú.
ha establecido lo siguiente:

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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''los Estados pLreden poner limiraciones al goce del derecho de propiedad por razones de
utilidad pública o interés social. En el caso de los efectos patrimoniales de las pensiones
(monto de las pensiones), Ios Estados pueden reducirlos únicamente por la via legal
¡decuada y por los motivos ya indicados. Por su pate, el afículo 5 del Protocolo
Adicionala Ia Convención Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y
Cultürales (€n adehnlc 'Protocolo de San Salvador') sólo permile a los Estados
establecer limitaciones y restricciones al goce y ejcrcicio de los derechos económicos.
sociales y culturales,'mediantc leycs promülgadas con el objeto de preservar el
bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no contradigan
el propósito y razón de los mismos'. En toda y cualquier circunstancia, si l¿ restricción
o limitación afecta el derecho a la propiedad, ésta debe realizarse, además, de
contbrnridad con los pará¡netros establecidos en el a¡lículo 21 de la Convención
Americana" (fundamento I l6).

2. A pañir de estos conceptos se ha ido consolidando la tutela constitucional del
derecho a la pensión, a lÉvés de numerosas resoluciones emitidas por el lribmal
Constitucional, dictadas en procesos constitucionales promovidos contra a¡bitrarias
decisiones denegatorias de la ONP relacionad¿s con el ingreso al sistema
pensionario, el acceso a la prestación pensionaria'. eJ goce de una pension acordc al
mínimo vital2 y, en general, con diversos supuestos en los que se han visto
lesionados el d(recho c l.r pensiin 1 el derecho a la igualdad. cntrc otrosr.

4. En tal sentido, la obtención en sedc judicial de una sentencia lávorable por quien
tiene derecho al goce de una pensión, evidencia no solo la lesión de un derecho
lundamental sino también la falencia de ]a Administración con relación a la
correcta evaluación de las pcticiones pensionarias; razón por la cual el pago dc los
intereses legales que se dispone a su favor, no solo constituye una compensación

Senlcncia 05034-2005-PA/TC, Sentencia 02854-2008-PA/TC, Sentencia 04810-201t-PA/TC,
Senlencia 00225-2012-PA/'lC, Senrencia 03 907-20 l2-PÁ"/TC, Seniencia 02793-2012,PA/TC,

Senlencia 05016-201 l-Pd/TC, Sentencia 01200-2011-PA/TC, Sentencia 00228-2012-PA/TC.
Se¡lencia 04 5 00-20 l2-PA/TC. Se¡tencia 00828-2014-PA/TC, entre otros.
Senlencia 06572'2006-PA/TC y Sentencia 02363-2008-PA/TC.

3. En amlonía con tal consolidación de la tutela constitucional del derecho a la
pensión, el I bunal Constitucional, al disponer el pago de las prestaciones
pensionadas, también ha venido otorgando el pago de devengados, rei[tegros,
intereses legales y costos procesales, a modo de restituir Ias cosas al estado anterior
al momento de la afectación de dicho derecho. cuando se ha acreditado en scde
judicial la lesión denunciada, situación que responde principalmente al hecho de
habcr negado ilegítimamente el goce de la pensión a favor del aportante que ya
cumplió los requisitos legales para acceder a dicha prestación.
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5. Al respecto, tal falencia tiene varias aristas que deben ser solucionadas por ei
propio Estado sin perjudicar al administrado y obligarlo a promover acciones
judiciales para lograr gozar de una pensión que por lcy lc corresponde, como lo ha

dejado sentado la Defensoría del Pr-¡ebio en su lnfon¡e Defenso¡ial 135,

denominado "Por un acceso jr¡slo y oportuno a la pensión: Apoñes para una mcjor
gestión de la ONP", e¡1 el que efectúa ur balance sobre la administ¡ación dc los
sistemas pensionarios que tiene a su cargo la ONP y da a conocer el conjunto de

falencias en las que esta incurre; básicamente por no tener implementado un
sistema eliciente de sistematización de información laboral que pemita asegurar un
conecto y opoftuno proccdimiento de calificación de pensiones basado en datos
cicrtos.

6. Esta falencia genera la demora en la calificación y acceso a la pensión, cuya
consecuencia directa es el no pago de la prestació[ pensionaria a favor del
aportante, quien a su vcz queda sin ingresos económicos por un tiempo indcfinido,
situación que pone en riesgo su subsistencia básica y lesiona su dignidad, al afectar
su solvencia económica e impedirle atender los gastos que ge¡eran sus necesidades
básicas como alimentación, vivienda, servicios de agua y luz. gastos de salud, etc.

7. Ello es más grave si se tiene en cuenta que la deuda pensionaria como
manifestación material dei derecho a la pensión debe ser entendida como el goce de

una prestación con valor adquisitivo adecuado con la moneda vigente, pues

desconocer la naturaleza valorista de una deuda pensionaria implica una fo¡ma de
menoscabo a ta dignidad de la persona de la tercera edad, en su fo¡ma más básica
como lo es la maDutención propia.

8. Más aún si se considera que e1 derecho a la pensión comprende el derecho al goce
oponuno de la prestación pensionaria; situación que implica e1 pago de una
mensualidad aco¡de al valor monetario vigente a la fccha de su cancelación. No un
pago que suponga la pérdida de su valor adquisitivo, aun cuando el deudor sea cl
Ilstado. l,o contrario implica generar una política lesiva al pdncipio-derecho de
dignidad de la persona de la tercera edad o adulto mayor, que se traduce en otorga¡
prestaciones carcntes de solvencia en el mercado para la adqüisición y pago de
cuestiones elementales y básicas.

9. En tal sentido, la deuda de naturaleza previsionai o pensionaria, producida por la
l'alta de pago opofiuno de la pensión. genera en el deudor (la ONP en el caso dc

1l

por cl pago tardío, sino también una sanción contra la ONP por haberlo privado
ilegílimamente de una pensión, que es su único sustento.

I
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autos.) la obligación de pagar al acreedor (el pensionista) un interés moÉto o, que

es el interés legal previsto en el a ículo 1246 del Código Civil, aplicando para su

cálculo la tasa de "interés legal efectiva", a partjr de una interpretación desde los
valores, principios y dercchos que consag¡a la Constitución, acorde con la "regla de

la prefercncia", que impone una interpretación p,'o homine, frenfe a la duda que
podría presertarse de aplicar una "tasa de interés legal simplc" (sin capitalización
de intereses) o una "una lasa de interés legal efectiva" (con capitalización de

intereses).

10. Al respecto, considero que la prolibición de capitalización de intereses contenida
en el artículo 1249 del Código Civil no alcanza a Ia deuda pensionaria o

previsional, desde que esla no nace de un pacto entre el deudor y el acreedor en un
sentido clásico civil (de un acue¡do de voluntades entre privados). sino de un
sistema previsional mandado por la p¡opia Constitución e inspirado en la
solidaridad y cor'»promiso social geneml, que debe gara¡tizar una pensión adecuada
y oportuna para lograr una vida digna del titular del dcrccho pcnsionario.

11. Entonces, aco¡de con la "regla de Ia preferencia", en rescate de los derechos
firndame¡tales afectados por un pago tardío con un interés legal simple que diluye
la pensión por el paso del tiempo, lo que corresponde es preferir la tasa de interés
legal efectiva, con capitalización de intereses, que sí brinda una protección de tales

12. Por cstos motivos, mi voto cs porque s(] revoque la ¡ecunida, debiendo disponerse
un nuevo cálculo de intereses en Iünción a la tasa de interés legal efectiva.

BLUME FORTINI

Lo que

i:,"rf"
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